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Señor Director:
En toda democracia sólida, la libertad de prensa cumple un rol 

esencial en la construcción de transparencia, control, rendición de 
cuentas y acceso a recibir información que permita tomar decisiones 
de la manera más razonada y libre posible. Por ello, cualquier medida 
legal que incida en la posibilidad de investigar, cuestionar y divulgar 
hechos de interés público debe analizarse con especial cautela.

En este contexto, preocupa que el actual proyecto de ley que 
sanciona la difusión de información contenida en investigaciones 
penales reservadas —incluida aquella realizada por periodistas— 
pueda tener efectos inhibitorios sobre la prensa y la ciudadanía. La 
intención de resguardar la confidencialidad del proceso penal es le-
gítima, pero resulta necesario discutir con profundidad si el camino 
propuesto es el más adecuado.

Es razonable establecer sanciones para quienes, desde dentro 
del sistema de justicia -como fiscales, policías o jueces- incumplen su 
deber de reserva, dado que sus acciones pueden comprometer investi-
gaciones, afectar la presunción de inocencia y vulnerar los derechos de 
víctimas y testigos. No obstante, extender esa sanción a quienes publi-
can información filtrada, sin haber participado en su obtención ilícita, 
plantea un riesgo significativo para la libertad de expresión.

El proyecto -impulsado por los senadores Pedro Araya 
(Partido por la Democracia), Luz Ebensperger (Unión Demócrata 
Independiente), Paulina Núñez (Renovación Nacional), Luciano 
Cruz-Coke (Evópoli) y Alfonso de Urresti (Partido Socialista)- con-
templa sanciones penales incluso para quien difunda información 
obtenida por terceros. Independiente de la magnitud de la pena, 
el solo riesgo de ser objeto de un proceso penal puede generar un 
efecto inhibidor en medios y periodistas, especialmente en inves-
tigaciones sensibles o vinculadas a corrupción, abusos de poder o 
violaciones a derechos fundamentales. Así lo han advertido tanto 
el Colegio de Periodistas como organizaciones dedicadas a la de-
fensa de la libertad de expresión.

La protección del proceso penal es importante, pero también lo 
es garantizar que temas de interés público no queden fuera del escruti-
nio ciudadano. La clave está en buscar fórmulas legales que sancionen 
la filtración indebida desde el aparato institucional sin desalentar el 
trabajo periodístico que, en muchas ocasiones, ha contribuido decisi-
vamente a revelar irregularidades y fortalecer la democracia.

No se trata de oponer libertad de prensa con otros bienes jurídi-
cos como la mantención de la reserva de los procesos penales, sino de 
armonizarlos. En democracia, hacer uso de las facultades que encierra 
la libertad de expresión no puede ser delito si se hace con responsabi-
lidad y en resguardo del interés general. Penalizar al informador, sin 
matices y solo por el hecho de poner en conocimiento de la ciudada-
nía información relevante, podría terminar restringiendo el derecho 
de todos a estar informados. Defender la libertad de expresión y el 
derecho de informar y ser informado es defender el corazón mismo 
del régimen democrático y las limitaciones deben ser excepcionales 
y estar debidamente justificadas.

Jorge Astudillo,
Académico Facultad de 

Derecho U. Andrés Bello

Señor Director:
Durante meses, desde la izquierda política se reían abierta-

mente de la derecha: incapaces de hacer primarias, de generar 
acuerdos, de ordenar sus liderazgos, decían. Mientras tanto, 
celebraban las “primarias del oficialismo” como ejemplo de 
madurez política y unidad.

Semanas después, la campaña ha dejado en evidencia otra 
realidad. El oficialismo se ha transformado en una guerra sin 
cuartel: ataques cruzados, descalificaciones sin anestesia, dis-
cursos agresivos entre candidatos del mismo sector y voceros 
que, sin pudor alguno, lanzan golpes al compañero de al lado. 
Lo más insólito es escuchar a varios voceros anticipar, sin ta-
pujos, que gane quien gane la primaria, no lo apoyarán.

Y uno se pregunta: ¿de verdad este es el nivel de “leal-
tad” que predican entre la misma izquierda? Si esto es lo 
que llaman unidad, no quiero imaginar cómo entienden la 
gobernabilidad.

Rodrigo Salinas Rojas,
Psicólogo Clínico

Señor Director:
El 11 de junio se publicó en el Diario Oficial una re-

solución del Ministerio de Justicia que establece que un 
número importante de egresados de Derecho deberán re-
petir su práctica en la Corporación de Asistencia Judicial 
si no presentar el informe de cierre de su experiencia gra-
tuita en la CAJ.

La noticia motiva a reflexionar acerca de la pertinen-
cia y legalidad de esta obligación que permite a licenciados 
en Ciencias Jurídicas y Sociales obtener su título profesio-
nal de abogados por parte de la Corte Suprema.

En nuestro país hay 50 escuelas de Derecho. Somos 
la única carrera en que la universidad no es suficiente y 
que establece un verdadero “gravamen” para obtener el 
título. El servicio de la CAJ tiene un gran valor social y 
acerca al Estado de la garantía constitucional de igualdad 
ante la ley, al proveer servicios jurídicos a miles de perso-
nas en todo el país que no pueden pagarlos. Sin embargo, 
¿es legítimo obligar a trabajar por lo menos 6 meses, sin 
apoyo de ninguna especie, sin seguro médico, sin remu-
neración, sin aportes previsionales, a un egresado de una 
universidad para que luego, pueda solicitar ante la Corte 
Suprema, junto a otros requisitos, se le otorgue el título 
profesional de abogado? Quizás esta sea la oportunidad 
de volver a discutir un tema para el cual no hemos encon-
trado una real solución en el pasado.

Hugo Muñoz,
Abogado y académico U.Central

¿Libertad de prensa en 
peligro?: Ley Mordaza 2.0

Un oficialismo dividido - 
La paradoja de la unidad 
Si buscas otro enfoque, 
dime y ajustamos el tono.

Práctica profesional

Señor Director:
Desde el Ministerio de Agricultura, junto al BID y a través del Programa “Chile 

Alimenta el Futuro”, estamos invirtiendo más de 50 millones de dólares destinados a mo-
dernizar al Estado, permitiendo cambios radicales en la manera de producir alimentos 
con un impacto positivo en aspectos ambientales, sociales y económicos en el ámbito lo-
cal, incrementando la producción, los ingresos netos y las condiciones de vida de las y los 
productores y las familias rurales. Porque sabemos que fortalecer la seguridad alimentaria 
requiere de un esfuerzo colectivo, hemos involucrado a actores del mundo público y priva-
do, gremios, academia y sociedad civil. Recordemos que en Chile, más de tres millones de 
personas no tienen acceso regular a alimentos suficientemente nutritivos. La incidencia de 
inseguridad alimentaria moderada o grave en Chile se estima en alrededor del 17,4% de 
la población total, un valor que se encuentra considerablemente debajo de la tasa prome-
dio en América Latina y el Caribe. Sin embargo, se ha incrementado sustancialmente en 
la última década y hoy afecta a más de tres millones personas en el país. Como gobierno 
estamos conscientes de esta dolorosa brecha y estamos trabajando para revertir esta situa-
ción, porque asegurar la alimentación del Chile del futuro es una tarea de hoy.

Alan Espinoza Ortiz,
Subsecretario de Agricultura

Chile da un gran paso hacia la 
Seguridad Alimentaria Señor Director:

Las condiciones habitacionales en que vive una persona no solo determinan su calidad de vida, sino que inciden profundamente en 
su salud física, mental y emocional. Esta afirmación, adquiere una urgencia particular cuando se analiza a la luz de fenómenos climáticos 
extremos como los que estamos enfrentado en Chile: intensas lluvias, ráfagas de viento, y un frío persistente que cala no solo los cuerpos, 
sino también las brechas de desigualdad que siguen marcando el acceso a derechos fundamentales. En este contexto, es necesario volver 
a preguntarnos: ¿quién puede realmente resguardarse del clima?, ¿quién tiene derecho al abrigo, al calor de un hogar, y quién no?

Mientras muchas personas atravesamos estos días protegidas por techos firmes, sistemas de calefacción adecuados y viviendas 
con aislación térmica suficiente, miles de familias viven en condiciones de precariedad habitacional extrema, en tomas de terreno, en 
viviendas de emergencia que no cumplen con estándares mínimos de habitabilidad, en estructuras improvisadas que apenas resisten 
el agua o el viento.

Particularmente crítico es el caso de quienes, tras los incendios ocurridos en la región de Valparaíso en 2024, aún no han recibido 
soluciones definitivas por parte del Estado y continúan esperando una respuesta que se ha demorado más allá de lo razonable.

Esta situación, más que una emergencia puntual, revela una problemática estructural y persistente en nuestro país: la dificultad 
histórica para garantizar el derecho a una vivienda digna. En Chile, este derecho no ha sido plenamente exigible ni garantizado en la 
práctica. Se reduce, a una lógica de subsidios y soluciones individuales, sin considerar la vivienda como parte de un sistema integral 
de bienestar, ni como el eje de articulación de múltiples otras dimensiones de la vida cotidiana como la salud, educación, afectos y vín-
culos sociales.

Rosa Villarroel-Valdés,
Directora de Trabajo Social U. Andrés Bello

Vivienda, salud y dignidad

Ley Mordaza 2.0: un golpe 
a la libertad de prensa

“El proyecto de ley busca restringir la divulgación de 
información periodística, generando preocupación por 

posibles efectos en la transparencia”.

La libertad de prensa es un pilar 
fundamental de cualquier demo-
cracia. Sin embargo, el reciente 
proyecto de ley conocido como 
Ley Mordaza 2.0 ha encendido 
las alarmas en diversos sectores, 
desde periodistas hasta organiza-
ciones defensoras de los derechos 
civiles. La iniciativa, impulsada 
por senadores de distintos parti-
dos, busca sancionar con penas de 
cárcel la divulgación de informa-
ción proveniente de investigaciones 
penales reservadas.
Si bien sus promotores argu-
mentan que la medida pretende 
proteger la privacidad de los 
involucrados en procesos judi-
ciales, sus críticos advierten que 
el proyecto abre la puerta a la 
censura y al amedrentamiento 
de la prensa. La Federación de 
Medios de Comunicación Social 
ha manifestado su profunda pre-
ocupación, señalando que esta 
ley podría sentar un grave pre-
cedente para el ejercicio libre del 
periodismo en Chile.
La historia reciente ha demostrado 
que muchos casos de corrupción 
y abuso de poder han salido a la 
luz gracias a investigaciones pe-

riodísticas. Criminalizar la labor 
de los periodistas no sólo represen-
ta un retroceso democrático, sino 
que también debilita el derecho 
ciudadano a estar informado. La 
prensa cumple un rol fiscalizador 
esencial, y limitar su capacidad de 
informar sobre hechos de interés 
público es un atentado contra la 
transparencia.
El Gobierno ha intentado calmar 
las aguas asegurando que no pro-
moverá iniciativas que atenten 
contra la libertad de expresión. 
Sin embargo, la ambigüedad del 
proyecto y la falta de distinción 
entre quienes filtran información 
y quienes la difunden han gene-
rado incertidumbre. ¿Hasta qué 
punto se puede restringir la in-
formación sin afectar el derecho 
a la verdad?
En una democracia sólida, el 
periodismo debe ser protegido, 
no perseguido. La Ley Mordaza 
2.0 plantea un dilema crucial: 
¿Queremos un país donde la pren-
sa pueda investigar sin miedo, o 
uno donde el silencio sea impues-
to por ley? La respuesta a esta 
pregunta definirá el futuro de la 
libertad de expresión en Chile.
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